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EXPTE. Nº 19.7674/09                                        JUZGADO Nº 17

AUTOS: “P.L POR SI EN REPRESENTACION DE SU HIJO MENOR S. M. S. C/GENSE S.A. Y OTRO S/INDEMN. POR FALLECIMIENTO”

Buenos Aires,          de                                     de 2011

EL DOCTOR JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID DIJO:

La coactora Luisa Pereira (fs.389/390) y los codemandados Gence S.A. (fs.395/399) y Farias Regalado (fs.401/404) apelan la sentencia dictada a fs.387/388.

En el caso, quienes accionan son la viuda y el hijo del trabajador fallecido (Rigoberto Soria Nuñez), deceso que ocurrió el 14/9/08 en el establecimiento gastronómico explotado a partir del mes de abril de 2002 por el codemandado Farias Regalado, cuando adquirió la concesión del fondo de comercio de la codemandada Gense S.A., que hasta octubre de 2001 explotó ese establecimiento gastronómico y que a partir de entonces decidió otorgar en concesión el fondo de comercio y mantener únicamente la explotación de la estación de servicio de gas natural comprimido ubicada en el mismo predio (Independencia esquina Santiago del Estero). 

No está discutido que el dependiente trabajó en la cafetería explotada por Gense S.A. hasta el 31/10/01 pero, en la medida que los afecta, ambos codemandados se agravian porque la juez “a quo” concluyó que el vínculo laboral se mantuvo sin solución de continuidad, asimilando el caso al supuesto contemplado en el art.225 LCT en cuanto la sociedad codemandada admitió que cedió parte de su explotación al otro codemandado (Farias Regalado) y que éste, por su parte, reconoció la prestación de servicios esporádicos del causante por lo que, en el contexto de tal reconocimiento, la juez de grado hizo aplicación de la presunción emanada del art. 23 LCT y responsabilizó solidariamente a ambos codemandados por los reclamos de autos en el marco de la situación regulada en la primera parte del art. 30 LCT.   

El hecho de la prestación de servicios ha sido reconocido expresamente a fs.30vta., lo que torna operativa la presunción regulada en el art. 23 LCT sin que en este marco y para desvirtuarla pueda otorgarse alguna trascendencia a la aclaración de que la prestación era brindada “en razón de la amistad” y que por tal motivo “concurría asiduamente a mi local donde pasaba bastante tiempo” (fs.30vta.) pues tales afirmaciones, a mi juicio, no hacen más que corroborar la conclusión de la sentenciante, teniendo en cuenta que no hay prueba que demuestre lo contrario sino que antes bien, la afirmación de que abonó el servicio fúnebre incluyendo los gastos de traslado a San Salvador de Jujuy (fs.31vta./32) revela que dicho gasto se hizo en el contexto de una relación dependiente y no por razones de amistad, según se dice, puesto que de ser así resulta incoherente la petición de descuento en el caso de hacerse lugar a la demanda (fs.31), por lo que propongo que los agravios expresados sobre el punto sean desestimados y que se confirme en el punto la sentencia apelada.

La juez de grado consideró que la situación planteada en autos es análoga a la transferencia (art. 225 LCT), lo que no fue cuestionado por los demandados aunque el codemandado Farias se queja porque, ante la ausencia de libros, se computó la antigüedad denunciada en la demanda (fs.9vta.) y no se tuvo en cuenta la fecha de la concesión ni lo dispuesto en el art. 18 LCT referido al reingreso a las órdenes del mismo empleador, agravio que debe ser desestimado pues desconoce que la normativa contenida en el art. 225 LCT establece que el trabajador conservará la antigüedad adquirida con el transmitente. 

La responsabilidad solidaria de los demandados se fundó en lo normado en la primera parte del art. 30 LCT referido a quienes  “… cedan total o parcialmente a otros el establecimiento o explotación habilitado a su nombre…”, por lo que los agravios expresados por la sociedad codemandada no se ajustan a lo decidido puesto que están referidos al supuesto de “contratación o subcontratación”, que no es el planteado en autos. 

La queja del codemandado Farias en el denominado “tercer agravio” (fs.402vta./403vta.) no es procedente pues no tiene en cuenta que el cálculo practicado a fs.10 se ajusta a lo normado en el art. 248 LCT y que el reclamo del rubro “gastos derivados del sepelio” fue desestimado por la sentenciante (fs.387vta.), lo que torna inoficioso el pronunciamiento pretendido en el denominado “cuarto agravio” (fs.404). 

Por su parte, la cónyuge del trabajador fallecido se agravia porque la juez “a quo” omitió pronunciarse en relación con el rubro “subsidio por fallecimiento”, rubro que a mi juicio no puede prosperar en razón de que no fue incluido en el telegrama remitido a los demandados en su oportunidad (fs.9) y a que  en el escrito de demanda se omitió individualizar la norma convencional en que se fundó este reclamo, como lo exige el art.8 LCT.

Por último, la pretensión de la sociedad codemandada para que la condena a entregar los certificados reclamados con fundamento en el art. 80 LCT sea excluida de la condena solidaria, no puede ser admitida puesto no hay razón jurídica que avale esa pretensión. 

Por las razones expresadas, propongo que se confirme la sentencia de primera instancia, incluso en cuanto decide en materia de costas y honorarios puesto que, aunque apelados, los porcentajes fijados a fs.388 se ajustan a las normas arancelarias de aplicación. Atento la solución que propicio, entiendo que las costas de alzada deben ser puestas a cargo de la parte demandada vencida (art.68 CPCCN) y que, a tales efectos, los honorarios de las representaciones letradas de las partes actora y demandada deben fijarse en el 20% de lo que respectivamente deban percibir por su actuación en la instancia de grado. 

EL DOCTOR LUIS A. RAFFAGHELLI DIJO:

Que adhiere al voto que antecede.

En atención al resultado del presente acuerdo, EL TRIBUNAL RESUELVE: I) Confirmar la sentencia de primera instancia; II) Imponer las costas de alzada a la parte demandada y III) Regular los honorarios de las representaciones letradas de las partes actora y demandada, por sus respectivas actuaciones en segunda instancia, en el 20% de lo que deban percibir por sus trabajos en la instancia de grado.

Regístrese, notifíquese y vuelvan
                                                      JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID
                                                                      JUEZ DE CAMARA

                                                         LUIS A. RAFFAGHELLI

                                                                  JUEZ DE CAMARA
